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BORRADOR DE ACUERDO DE LA MESA SECTORIAL DE FUNCION PUBLICA DE LA GENERALITAT VALENCIANA, SOBRE CONDICIONES DE TRABAJO DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS, PARA LA MODERNIZACIÓN Y MEJORA DE LA CALIDAD DE LOS SERVICIOS.

En Valencia, a 23 de Diciembre de 2002, reunidos, el Conseller de Justicia y Administraciones Publicas de la Generalitat Valenciana de una parte, y de otra las Organizaciones Sindicales abajo firmantes representadas en la Mesa Sectorial de Función Pública, manifiestan:

I.- INTRODUCCION.

Uno de los objetivos irrenunciables de las Administraciones públicas debe ser el esfuerzo por adaptar la variedad y calidad de sus servicios a las demandas de los ciudadanos, pues en una sociedad en continuo cambio se manifiestan de tal forma, que exigen una continuada atención de los poderes públicos para transformar adecuadamente sus respuestas.

Dicha adaptación, a su vez, requiere unos cambios en los que tienen el mayor protagonismo los recursos humanos, principal activo de toda organización e instrumento indispensable para conseguir sus fines.

Por ello, y si en cualquier circunstancia las administraciones públicas deben ser cuidadosas con las condiciones de trabajo, de forma que las servidoras y servidores públicos sean tratados con la justicia y dignidad que les es debida, con mayor motivo, en las circunstancias descritas, deben ser incentivados y compensados convenientemente sus esfuerzos, no sólo económicamente, en la medida de las disponibilidades presupuestarias y teniendo en cuenta las prioridades en la asignación de recursos, sino también mediante otros estímulos a sus iniciativas y dedicación.

En este sentido, la Administración del Consell ha centrado su interés y esfuerzo en cuidar y mejorar en lo posible las condiciones de trabajo de sus funcionarios, constituyendo los acuerdos de Julio de 2.001 uno de los exponentes más importantes de este talante, pues en ellos se recogieron compromisos como el de las Ofertas de Empleo Público para los años, 2.001 y 2.002, que ascenderán a un total de 1.900 puestos de trabajo y que junto a la de 1.999, ya ejecutada en su totalidad, y la del 2.000 en trance inminente de ejecución, rebájarían la tasa de temporalidad a un 10%. Con ello se cumplía un doble objetivo, de un lado lanzar una oferta importante de trabajo a un mercado laboral actualmente muy necesitado de medidas de este tipo, y de otro rebajar la tasa de temporalidad en la Administración a un razonable 10%, cifra que se estima técnicamente adecuada para atender a la flexibilidad que demanda la gestión.

Como es lógico, para alcanzar el último de estos objetivos, se establecieron unos criterios de selección que, sin renunciar a la contrastación de la preparación y aptitudes de los aspirantes mediante las pruebas selectivas oportunas, dieran cabida también a la valoración adecuada de la experiencia y del currículum formativo, para dar su oportunidad a quienes actualmente vienen prestando servicios con carácter temporal a la Administración.

Es de resaltar que el día 29 de Noviembre se ha publicado el Decreto 19312002, de 26 de noviembre, por el que se amplía la Oferta de Empleo Público de 2.000 en 300 plazas, situándola en una cifra global de 1.100, lo cual constituye un exponente más del propósito de la 'Administración en alcanzar cuanto antes sus objetivos respecto a la disminución de la tasa de temporalidad. Es más, revisando el compromiso alcanzado en Julio del 2.001 de llegar a un 10%, se fija en el presente acuerdo un tope menor, del 8%, comprometiéndose la Administración a revisar las Ofertas Públicas de Empleo pendientes de ejecutar en cuanto sea preciso para ello.

Como medidas para incentivar y motivar a los empleados públicos, no puede silenciarse aquí otro conjunto de acuerdos importantes alcanzados en Julio del 2.001 relativos a la carrera profesional: se trata de las promociones internas con unas medidas de gran alcance: aumentar con carácter general la reserva para promoción interna al 50% de las plazas convocadas, en vez del 40% que como mínimo establece la Ley y que se había asumido hasta la fecha; en el caso de la promoción interna del Grupo de Titulación B al A de Administración General, dicho porcentaje se ha aumentado hasta el 60% de las plazas; se acordó que, como norma general, en todas estas promociones internas pudieran participar todos los funcionarios del grupo de titulación inferior, cualquiera que fuera el sector o especialidad al que pertenecieran, dando entrada con ello a lo que se conoce como "promoción interna cruzada".

Pero, por último, y como medida más novedosa y de mayor transcendencia en la materia, por el elevado número de funcionarios a los que afecta, hay que señalar que se pactó la promoción interna mediante conversión directa de plazas, sistema que permite que aquéllos que la superen no tengan que desplazarse obligatoriamente a otro destino, ya que su plaza se transformará en una correspondiente al grupo de titulación a que asciende, frente a las promociones anteriores y que podríamos denominar clásicas, en las que se adjudican las vacantes allí donde existen, lo cual implica normalmente un desplazamiento, y que se utilizará para la promoción interna desde el Grupo de Titulación E al D, del D al C y del C al B, de Administración General. Hay que decir además que esta promoción interna incluye otra novedad en cuanto al sistema selectivo: éste consistirá en dos turnos o vías de acceso; en la primera primará fundamentalmente la antigüedad, y se instrumentará mediante el oportuno concurso de méritos, mientras que en el segundo, podrán participar quienes lo soliciten y reúnan y consistirá en superar un curso selectivo. Este doble proceso permitirá que, de una parte, accedan los empleados más antiguos, y de otra que también puedan hacerlo quienes estén más preparados, con independencia de su antigüedad. Por último no se puede silenciar aquí la cifra importante de plazas que van a ser convocadas mediante este sistema: 1.980 a lo largo del presente año, el 2.003 y el 2.004.

En esta línea ha de seguir perseverándose, y por ello el presente acuerdo constituye otro paquete importante de medidas que incide en los objetivos allí apuntados, al tiempo que se anuncian y comprometen otras metas.

Una de ellas es la modulación de las vacaciones anuales en función de los años continuados de servicio, pues la perseverancia de los empleados en su dedicación, es un valor para cualquier oroganización que debe ser reconocido e incentivado convenientemente, y por ello la Administración así lo hace mediante el sistema que se recoge en este acuerdo.

La movilidad voluntaria de funcionarios entre países de la Unión Europea constituye ya uno de los compromisos asumidos por el Estado español como miembro de la misma, y por ello es necesario dar los primeros pasos para poder instrumentarla a nivel de nuestra Comunidad autónoma. Es más, ello evidencia que existe un problema de movilidad entre las propias Administraciones públicas españolas que aún no ha sido abordado y que por ello debería serlo con carácter previo, o al menos simultáneo. Para ello será necesario buscar la colaboración y el consenso con los empleados públicos, al objeto de que todo ello se realice con respeto a sus legítimos derechos e intereses.

Asimismo, y con carácter paralelo, habría que buscar los cauces adecuados para que, con independencia de los sistemas de provisión previstos legal y reglamentariamente, puedan atenderse las necesidades derivadas de situaciones personales o familiares graves, o cuando sea imposible adoptar medidas conducentes a la adaptación del puesto de trabajo en casos de dificultad o incapacidad funcional.

En este contexto, es preciso tomar también en consideración el absentismo laboral, que constituye hoy una realidad evidente que merma la eficacia y la eficiencia en la prestación de los servicios, y que por ello es necesario abordar y estudiar como fenómeno que no sólo padece la Administración, sino los propios empleados que a menudo tienen que aportar esfuerzos adicionales por su causa, para que se reconduzca a sus justas dimensiones, siempre con escrupuloso respeto a los derechos laborales.

Problemas sociales como el de la violencia de género en el seno familiar o el 'de la integración en el mundo laboral de los discapacitados, deben contemplarse también por la Administración para aportar cuantas soluciones coadyuven a su mejora o solución, y por ello se incluyen en el presente acuerdo sendos compromisos de regulación de un tratamiento diferenciado de acceso a la Administración a quienes los padecen. Si bien es cierto que el discapacitado ya goza de una reserva de plazas en las pruebas de acceso, actualmente fijada en un 5%, se entiende que debe darse un paso más, y promulgar una disposición que se ajuste más a sus circunstancias y requerimientos; asimismo se entiende que hay que habilitar un acceso diferenciado para los disminuidos psíquicos y sensoriales a aquellos puestos de trabajo concretos que sean susceptibles de ser desempeñados por ellos.

Las obligaciones familiares que son consecuencia del embarazo de la mujer y el nacimiento de nuevos hijos deben asimismo ser objeto de atención, para buscar nuevas soluciones a los problemas que tienen que afrontar las empleadas públicas en dicha situación para compaginar dichas obligaciones con las exigencias del horario de trabajo.

Para terminar, hay que hablar del importante capítulo de las retribuciones, en el que forzoso es tomar como referencia el acuerdo alcanzado en el marco de la Administración Estatal el día 7 de Noviembre, cuyo alcance se extiende en su parte esencial a esta Administración autonómica y al resto de las Administraciones públicas, al instrumentarse mediante legislación básica, de obligado cumplimiento para todas ellas, pero que dadas las actuales

circunstancias y las características propias de nuestra Administración autonómica, habrá que suplementar con otros compromisos que atiendan a dichas diferencias sin violentar aquél carácter básico.

En mérito a cuanto antecede, las partes acuerdan suscribir los acuerdos que a continuación se indican, para cuyo cumplimiento se impulsarán e instrumentarán las medidas normativas y de cualquier otra naturaleza que sean necesarias:

II. ACUERDOS

Primero. Incentivo semestral.

Con independencia del aumento del 2% de la totalidad de las retribuciones y de la incorporación a cada una de las pagas extraordinarias de un 20% del complemento de destino en al año 2.003, que se aumentará a un 40% en el año 2.004, según lo acordado en el compromiso a nivel estatal a que se refiere la introducción, junto a cada una de estas pagas se abonará a cada empleado público de la Administración del Gobierno Valenciano, incluido en el ámbito de esta Mesa, un incentivo semestral en la siguiente forma:

En el año 2.003, cada incentivo semestral será equivalente a un 30% del complemento de destino.

En el año 2.004, dichos incentivos semestrales se elevará a un 60%, con lo que, consideradas conjuntamente con el porcentaje del complemento de destino que percibirá cada funcionario en dicho año, cada una de sus pagas extraordinarias se incrementará efectivamente en un importe equivalente al 100 por cien de dicho complemento.

Segundo. Vacaciones anuales.

A partir del próximo año 2.003, las vacaciones anuales, establecidas actualmente en un mes natural, pasarán a computarse como veintidós días hábiles de trabajo efectivo (exceptuando sábados, o lo que se establezca en horarios especiales), o a los que en proporción correspondan cuando el tiempo servido en el año sea menor, que serán disfrutados por todos los empleados públicos cuya antigüedad sea menor de quince años de servicios.

En el supuesto de haber completado dicha antigüedad, se tendrá derecho a los días de vacaciones que a continuación se indican:

Quince años de servicio: veintitrés días.

Veinte años de servicio: veinticuatro días. 

Veinticinco años de servicio: veinticinco días. 

Treinta años de servicio: veintiséis días.

Este derecho se hará efectivo a partir del año natural siguiente al cumplimiento de la antigüedad que se indica, y se disfrutará atendiendo a las necesidades del servicio de cada Centro de trabajo, y por periodos mínimos de cinco días hábiles de trabajo efectivo consecutivos.

Tercero. Jornada de verano.

Se amplía la jornada especial de verano, que dará comienzo el día 1 de junio y finalizará el 30 de Septiembre, a partir del próximo año 2003.

Cuarto. Absentismo laboral.

En el próximo año 2.003, se creará y entrará en funcionamiento una Comisión de Estudio compuesta por representantes de la Administración y de las organizaciones sindicales presentes en esta Mesa, cuyo cometido será llevar a cabo un estudio y diagnóstico del absentismo laboral en el sector, elaborando unas propuestas que elevará a los órganos competentes de la Administración.

Quinto. Ejecución y revisión de las ofertas de empleo público.

Se creará en Enero de¡ próximo año 2.003 una Comisión de Estudio y Seguimiento formada por representantes de la Administración y de las organizaciones sindicales presentes en esta Mesa, cuyo cometido será:

1. Efectuar un seguimiento de la ejecución de la Oferta de Empleo Público del año 2.000

2. Una vez ejecutada la misma, preparar la negociación de las convocatorias correspondientes a la Oferta del año 2.001 de 1.500 puestos de trabajo, según lo acordado en Julio de 2.001, así como de su revisión, si procede, para que la tasa de desempleo, fijada en dicho acuerdo en el 10%, se reduzca al 8%, y efectuar el seguimiento de su ejecución.

3. Una vez ejecutada la anterior, fijar las convocatorias correspondientes a la Oferta de Empleo Público del año 2.002, fijada en 400 puestos de trabajo, según lo acordado en Julio del 2.001, y efectuar el seguimiento de su ejecución.

Sexto. Movilidad voluntaria.

Se creará en Febrero del próximo año del 2.003 una Comisión de Estudio formada por representantes de la Administración y de las Organizaciones Sindicales presentes en esta Mesa, cuya misión será elaborar un estudio y las propuestas correspondientes en orden a la articulación de la movilidad voluntaria entre los países de la Unión Europea, entre las Administraciones públicas del Estado español, y para que, con independencia de los sistemas de provisión previstos legal y reglamentariamente, puedan atenderse las necesidades derivadas de situaciones personales o familiares graves, o cuando sea imposible adoptar medidas conducentes a la adaptación del puesto de trabajo en casos de dificultad o incapacidad funcional.

Séptimo. Flexibilidad horaria para las empleadas embarazadas.

En el mes de marzo del próximo año 2.003 se creará una Comisión de Estudio formada por representantes de la Administración y de las organizaciones sindicales presentes en la Mesa, cuyo cometido será elaborar unas propuestas de medidas de flexibilidad horaria para las empleadas embarazadas.

Octavo. Violencia de género en la familia.

La Administración se compromete a presentar para su negociación en esta Mesa, antes del 31 de Enero de 2.003, un borrador de disposición por la que las mujeres que hayan sido víctimas de violencia de género o de abandono del hogar y necesiten su independencia económica para resolver o paliar su situación, tengan un acceso diferenciado al empleo temporal.

Noveno. Discapacitados.

La Administración se compromete a presentar para su negociación en esta Mesa, antes del 28 de Febrero de 2.003, un borrador de disposición reglamentaria por la que los discapacitados, con independencia de las medidas actualmente vigentes de reserva de un 5% de las plazas que se convoquen para su provisión mediante pruebas selectivas, tengan un tratamiento diferenciado de acceso a las bolsas de trabajo de empleo temporal y otras medidas complementarias, y que asimismo contemplará un acceso diferenciado para los disminuidos psíquicos y sensoriales a aquellos puestos de trabajo concretos que sean susceptibles de ser desempeñados por ellos.

En prueba de conformidad, se suscribe el presente acuerdo en el lugar y fecha al inicio indicados.

